Radicación No.:   66001-31-05-001-2020-00018-02

Demandante:      Jorge González Gutiérrez 

Demandado:       Colpensiones y otros

Juzgado:            Primero Laboral del Circuito de Pereira

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PENSIONES / AFILIACIÓN / TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL / DEBER DE INFORMACIÓN / RESPONSABILIDAD DERIVADA DEL INCUMPLIMIENTO DEL DEBER DE INFORMACIÓN. 

DEBER DE INFORMACIÓN – Su incumplimiento puede generar daños y perjuicios a los afiliados / pensionados.

… el resarcimiento del eventual daño o perjuicio que se genera por cualquier infracción, error u omisión de las sociedades administradoras de pensiones en el desarrollo de su actividad, como sería la falta al deber de información que les asiste respecto a los potenciales afiliados, está regulado en forma expresa en una norma que rige la seguridad social, esto es, la Ley 720 de 1994, por medio del cual se reglamenta el artículo 105 y parcialmente el artículo 287 de la Ley 100 de 1993… Aunado a ello, el daño que surge eventualmente por la falta al deber de información, afecta de manera directa el contenido esencial del derecho a la pensión de vejez en torno a su cuantificación, ante la desmejora del valor de la mesada a la que el afiliado o pensionado hubiere podido acceder estando en el otro régimen pensional; de manera que, el daño que se ocasiona es de carácter continuado o de tracto sucesivo, pues se extiende en el tiempo después de su consolidación, bien sea hasta que se extinga la condición de pensionado o hasta que el perjuicio económico deje de existir…
INEFICACIA DE TRASLADOS DE LOS AFILIADOS DEL RPM AL RAIS – Reglas de valoración probatoria.
… en los procesos en los cuales se pretenda declarar la ineficacia de un traslado de un afiliado del RPM al RAIS deben tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso. En tal virtud, conforme a ellas, al juez corresponderá, seguir cuando menos las siguientes directrices: (1) Decretar, practicar y valorar en igualdad todas las pruebas que soliciten las partes que sean necesarias, pertinentes y conducentes para demostrar los hechos que sirven de causa a las pretensiones o las excepciones. (2) Procurar, de manera oficiosa, la obtención de pruebas acudiendo a las enlistadas en el Código General del Proceso, tales como “(…) la declaración de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes”, y las demás que considere necesarias, pertinentes y conducentes. (3) Valorar las pruebas decretadas y debidamente practicadas con su inmediación, de manera individual y en su conjunto con las demás, luego de lo cual puede determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre lo ocurrido. (4) Acudir a la prueba indiciaria si lo estima necesario, en los términos de los artículos 176 y 242 del CGP. (5) Invertir la carga de la prueba cuando, analizando el caso concreto y la posición de las partes, esté ante un demandante que se encuentra en la imposibilidad de demostrar sus dichos, y en un proceso donde no haya sido posible desentrañar por completo la verdad a pesar de los esfuerzos oficiosos.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PRIMERA DE DECISION LABORAL

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Pereira, Risaralda, veintisiete (27) de enero de dos mil veinticinco (2025) 
Acta No.08 del 23 de enero de 2025
Radicación: 66001310500120200001802
La Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por Jorge González Gutiérrez en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, y las Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. y Protección S.A., trámite al que se vinculó en calidad de litisconsorte necesario a la Nación- Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
PUNTO A TRATAR
Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesto en favor del demandante en la sentencia proferida el 23 de abril de 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente: 
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
Como pretensiones principales, solicita el demandante que se declare la ineficacia y/o nulidad del Acto Jurídico de traslado de Régimen Pensional llevado a cabo el 8 de octubre de 1998 que conllevó al cambio del régimen de prima media con prestación definida (en adelante PRM) al de ahorro individual con solidaridad (en adelante RAIS) y, por consiguiente, el realizado dentro de este último régimen con destino a Protección S.A. el 1 de junio de 2002.
 
En consecuencia, pide que se condene a Protección S.A. y Porvenir S.A. a trasladar a Colpensiones el monto total de los aportes acreditados en la cuenta de ahorro individual y, por tanto, se le ordene a Colpensiones que acepte el traslado sin solución de continuidad.

De forma subsidiaria, solicita que se declare que la omisión del deber de información en la antesala del traslado al RAIS le generó un perjuicio económico derivado de la diferencia en el valor de la prestación recibida por el RAIS y la que hubiere correspondido en el RPM, cuyo valor debe ser impuesto a cargo de las administradoras del RAIS demandadas. 

Por último, en ambos casos peticiona lo que se demuestre bajo las facultades ultra y extra petita y las costas procesales en su favor. 
Para fundar tales pretensiones, manifiesta que el 3 de marzo de 1981 se afilió al RPM, régimen al cual perteneció hasta el 8 de octubre de 1998 que se trasladó al RAIS a través de Porvenir S.A. Narra que en ese régimen a su vez se trasladó a la AFP Protección S.A el 10 de abril de 2002.
Asegura que en la antesala de los traslados descritos no recibió información suficiente, completa, clara y veraz por parte de los fondos privados. Dentro de las omisiones del deber de información relata las siguientes: 1) no le explicaron las implicaciones de realizar el traslado al RAIS, 2) no le realizaron una simulación de la mesada pensional, 3) no se le informó sobre la diferencia de los modelos económicos entre el RPM y el RAIS y la forma de liquidación de la prestación de vejez en ambos regímenes, y 3) la limitación del traslado entre regímenes y la posibilidad de retornar en los términos del artículo 2 y 13 literal e) de la Ley 100 de 1993.
Además de lo expuesto, informa que el 1 de mayo de 2017 Protección S.A. le reconoció la pensión de vejez. 

Finalmente, indica que el 8 de noviembre y 20 de diciembre de 2019 radicó solicitud de traslado pensional ante cada una de las demandadas; empero, las solicitudes fueron resuelta de forma desfavorable. 

En respuesta a la demanda, Porvenir S.A. aseguró que el demandante suscribió formulario de afiliación el 8 de octubre de 1998 y que dicha afiliación surtió efectos a partir del 1 de diciembre del mismo año. Negó los hechos que le endilgan una falta al deber de información, se opuso a las pretensiones y en su defensa propuso los siguientes medios exceptivos de mérito: “validez y eficacia de la afiliación del demandante a Porvenir e inexistencia de vicios en el consentimiento”, “saneamiento de la eventual nulidad relativa”, “inexistencia de la obligación de devolver la comisión de administración, en caso de que se declare la nulidad o ineficacia de la afiliación”, “inexistencia de la obligación de devolver el pago al seguro previsional cuando se declara la nulidad o ineficacia de la afiliación al RAIS”, “Pago”, “Compensación”, “Prescripción”, “Buena fe” e “innominada o genérica”. 
En similares términos, Protección S.A defendió que cumplió a cabalidad con el deber de información y explicó que no aceptó el retorno al RPM debido a que el demandante se encontraba incurso en la prohibición establecida en el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, por ello propuso como medios exceptivos de fondo los que denominó: “genérica o innominada”, “prescripción”, “buena fe”, “compensación”, “exoneración de condena en costas”, “inexistencia de la obligación”, “falta de legitimación en la causa y/o ausencia de personería subjetiva por pasiva de mi representada”, “inexistencia de la fuente de la obligación”, “inexistencia de la causa por inexistencia de la oportunidad”, “ausencia de perjuicios morales y materiales irrogados por parte de esta entidad llamada a juicio”, “afectación de la estabilidad financiera del sistema en caso de acceder al traslado”, “excepción de mérito seguro previsional” y “excepción de mérito cuotas de administración”. 
 

Por último, presentó demanda de reconvención en la que solicitó que en caso de que se acceda a la ineficacia del traslado se condene al señor Jorge González Gutiérrez a reintegrar a dicha sociedad las sumas recibidas por concepto de pensión de vejez y aportes a salud, debidamente indexadas y, adicionalmente, que proceda a cancelarle las respectivas costas procesales. 

A su turno, Colpensiones aceptó que el demandante se afilió al RPM 3 de marzo de 1981 y que negó la solicitud de retorno al RPM. Refirió que no le constaban los demás hechos de la demanda y como excepciones perentorias formuló: “inexistencia de la obligación a cargo de Colpensiones”, “prescripción”, “buena fe”, “estricto cumplimiento de la normatividad vigente”, “inoponibilidad de la responsabilidad de la AFP ante Colpensiones, en caso de ineficacia de traslado de régimen”. No presentó contestación a la reforma a la demanda. 
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público- Oficina de Bonos Pensionales, vinculado como litisconsorte necesario mediante auto del 18 de noviembre de 2021, resistió a las súplicas principales indicando que desconoce las circunstancias en que se produjo el trasladó y la información vertida por el asesor, ya que su función se circunscribe únicamente a la liquidación, emisión, expedición, redención, pago o anulación de bonos pensionales o cupones de bonos pensionales a cargo de la Nación. No presentó escrito de contestación a la reforma de la demanda y como medios exceptivos de fondo propuso: “falta de legitimación en la causa por pasiva: la oficina de bonos pensionales no funge como entidad de previsión social, ni fondo, ni administrador pensional”, “la oficina de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público ya cumplió con la emisión y redención del bono pensional del señor Jorge González Gutiérrez”, “imposibilidad jurídica del traslado de régimen por la condición de pensionado del actor”, “buena fe”, “prescripción”, “inaplicabilidad del precedente judicial para el caso concreto”, y “violación al principio constitucional de la sostenibilidad financiera”.
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza declaró probadas las excepciones propuestas por la AFP Porvenir S.A. denominada “validez y eficacia de la afiliación del demandante”, y la de “inexistencia de la obligación” propuesta por las demás demandadas. 
En consecuencia, absolvió a las demandadas de todas las pretensiones formuladas en su contra y condenó al demandante a pagar las costas procesales en favor de las demandadas a excepción del Ministerio de Hacienda y Crédito Público debido a que fue vinculado de oficio por el Despacho. 
Por último, dado el resultado desfavorable al demandante, dispuso el grado jurisdiccional de consulta en su favor. 
Para arribar a tal decisión, señaló que el demandante nació el 31 de diciembre de 1954, por lo que al 1 de abril de 1994 tan solo tenía 39 años de edad, y por tanto no era beneficiario de régimen de transición. 
Advirtió que el promotor de la litis cotizó al RPM un total de 902,43 semanas desde el 3 de marzo de 1954 hasta el 30 de noviembre de 1998 y 951,29 desde esa fecha hasta abril de 2017 en el RAIS, debido a que el 8 de octubre de 1998 suscribió formulario de afiliación a Porvenir S.A. y estando en ese régimen hizo un traslado horizontal el 1 de junio de 2002 a Protección S.A.
En cuanto a la pretensión de ineficacia de afiliación al RAIS, atendió al precedente de la Corte Suprema de Justicia dictado en la sentencia SL 373 de 2021 y concluyó que no era procedente, debido a que el demandante se pensionó en el RAIS desde mayo de 2017, calenda en la que contaba con 62 años de edad y un total de 1.853,72 semanas cotizadas. En ese orden, ante la resolución desfavorable de la pretensión principal, precisó que la demanda de reconvención tampoco estaba llamada a prosperar. 
En ese orden, respecto de la pretensión subsidiaria de reparación de perjuicios, previo recuento del precedente del Tribunal respecto del tema objeto de la litis que se detallará más adelante y de las declaraciones de parte practicadas, argumentó que el demandante no sufrió engaño alguno en la antesala del traslado pensional debido a que tenía un claro conocimiento de cómo funcionaban ambos regímenes, esto es la forma como se liquidaba una pensión en el RPM y la existencia de una cuenta de ahorro individual y rendimientos financieros que fluctuaban con el mercado en el RAIS. En esos términos consideró que no engañaron al demandante en el cambio de régimen pensional y que la administradora del RAIS por el que se hizo el traslado cumplió con el deber de información. 
3. PROCEDENCIA DEL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA
De conformidad con el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, es procedente el grado jurisdiccional denominado consulta, cuando la sentencia de primera instancia fuere totalmente adversa a las pretensiones del trabajador y la misma no hubiere sido recurrida, como ocurrió en el presente asunto. 
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Analizados los alegatos presentados por las partes, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con el problema jurídico que se expresa más adelante. Por su parte, el Ministerio Público emitió concepto de forma extemporánea.
5. PROBLEMAS JURÍDICOS POR RESOLVER
De acuerdo con los argumentos expuestos en la sentencia de primera instancia, y los alegatos de conclusión, le corresponde a la Sala:
i. Determinar la procedencia de la ineficacia del traslado del Régimen de Prima Media con Prestación Definida al de Ahorro Individual con Solidaridad de un afiliado pensionado en este último régimen, cuando se discute el incumplimiento del deber de información, con el fin de resolver las pretensiones principales. 
ii. En caso de que lo anterior, se resuelva de forma desfavorable, para atender las pretensiones subsidiarias, le compete a la Corporación establecer si el traslado del demandante estuvo precedido del cumplimiento al deber de información, o si, por el contrario, hay lugar al resarcimiento de los perjuicios en los términos peticionados por el demandante. 
6. CONSIDERACIONES
6.1. Precedente vertical: la tesis de la Corte Suprema de Justicia respecto al tema de la ineficacia del traslado de personas pensionadas  
 
A efectos de absolver la censura planteada por la togada apelante, se dirá que, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL373-2021, proferida el 10 de febrero de 2021, M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo, sentó un precedente que cumple como derrotero en aquellos casos en los que se procura la ineficacia de la afiliación al régimen de ahorro individual con solidaridad, y con el cual tomó distancia del criterio establecido por la misma Corporación en la sentencia emitida el 9 septiembre 2008, dentro del proceso radicado con el número 31989. 
 
 Explicó la Corte que, si bien tiene una postura pacífica que atiende la declaratoria de ineficacia en aquellos casos en los que se acredita la inobservancia del deber de información por parte de las AFP del régimen privado al momento de gestionar un traslado de régimen pensional, esta no podía aplicarse a aquellos casos en los que ya se había concedido una pensión de vejez al afiliado, por cuanto el estatus adquirido constituye una situación jurídica consolidada que, al ser inobservada, tiene efectos en el universo de las entidades que intervienen, directa o indirectamente, en la consolidación, reconocimiento y pago de la garantía pensional. Sobre algunas de estas consecuencias explicó la Corte: 
 
“Desde el punto de vista de los bonos pensionales, puede ocurrir que se haya pagado el cupón principal por el emisor y las cuotas partes por los contribuyentes y, además, que dicho capital esté deteriorado en razón del pago de las mesadas pensionales. En tal caso, habría que reversar esas operaciones. Sin embargo, ello no parece factible porque el capital habría perdido su integridad y, por consiguiente, podría resultar afectada La Nación y/o las entidades oficiales contribuyentes al tratarse de títulos de deuda pública. 
 
Desde el ángulo de las modalidades pensionales, en la actualidad las entidades ofrecen un diverso portafolio de alternativas pensionales. Algunas son retiro programado, renta vitalicia inmediata, retiro programado con renta vitalicia diferida, renta temporal cierta con renta vitalicia de diferimiento cierto, renta temporal con renta vitalicia diferida, renta temporal variable con renta vitalicia inmediata. 
 
Cada modalidad tiene sus propias particularidades. Por ejemplo, en algunas el afiliado puede pensionarse sin que importe la edad o puede contratar dos servicios financieros que le permitan acceder a una renta temporal cierta y a una renta vitalicia diferida. En otras, el dinero de la cuenta de ahorro individual es puesto en el mercado y genera rendimientos administrados por la AFP. Incluso se puede contratar simultáneamente los servicios con la AFP y con una aseguradora en aras de mejorar las condiciones de la pensión. Es de destacar que en la mayoría de opciones pensionales intervienen en la administración y gestión del riesgo financiero, compañías aseguradoras que garantizan que el pensionado reciba la prestación por el monto acordado.  
 
Por lo tanto, no se trata solo de reversar el acto de traslado y el reconocimiento de la pensión, sino todas las operaciones, actos y contratos con el afiliado, aseguradoras, AFP, entidades oficiales e inversionistas, según sea la modalidad pensional elegida.  
 
Si se trata de una garantía de pensión mínima, volver las cosas a su estado anterior, implicaría dejar sin piso los actos administrativos que mediaron en el reconocimiento de la garantía. Como La Nación asume el pago de dicha prerrogativa, se requería la intervención de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que defienda los intereses del Estado que se verían afectados por la ineficacia del traslado de una persona que ya tiene el status de pensionado. Esto a su vez se encuentra ligado a lo dicho acerca de los bonos pensionales, pues la garantía se concede una vez esté definido el valor de la cuenta de ahorro individual más el bono.  
 
Ni que decir cuando el capital se ha desfinanciado, especialmente cuando el afiliado decide pensionarse anticipadamente, o de aquellos casos en que ha optado por los excedentes de libre disponibilidad (art. 85 de la Ley 100 de 1993), en virtud de los cuales recibe la devolución de una parte de su capital ahorrado. En esta hipótesis, los recursos, ya desgastados, inevitablemente generarían un déficit financiero en el régimen de prima media con prestación definida, en detrimento de los intereses generales de los colombianos”. 
 
Esta postura fue adoptada por la presente Sala de decisión en sentencia del 8 de marzo de 2021, radicado 66001-31-05-003-2017-00577-01
, con ponencia de quien aquí cumple igual encargo, variando la tesis que venía sosteniendo hasta la fecha respecto de la viabilidad de la ineficacia de traslado de personas pensionadas. 
 
Asimismo, en sentencia del 3 de marzo de 2021, proferida dentro del proceso radicado con el número 2016-00304, M.P. Julio César Salazar Muñoz, esta Sala expuso lo siguiente: 
 
“Es que de aceptarse la aplicación de la tesis de la ineficacia de los traslados para aquellas personas que han adquirido el derecho pensional y que han incorporado esos recursos a su patrimonio, ocurriría lo siguiente: i) se transgrediría la prohibición contemplada en el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, norma que fue declarada exequible en la sentencia C-1024 de 2004 en la que se arguyó que no es posible permitir el traslado de afiliados al sistema que están próximos a concretar el derecho a la pensión de vejez, pues dicha prohibición contiene en sí la protección de la sostenibilidad financiera del sistema pensional; ii) se quebrantaría el cambio de plan de capitalización o de pensiones y de entidades administradoras dispuesto en el artículo 107 de la Ley 100 de 1993, en el que se faculta a todos los afiliados al régimen de ahorro individual con solidaridad y que no haya adquirido la calidad de pensionado, a transferir voluntariamente el valor de su cuenta de ahorro individual a otro plan de capitalización o de pensiones autorizados, o trasladarse a otra entidad administradora, pues con ello lo que se busca es garantizar el servicio administrativo y financiero de las pensiones en el RAIS, asegurar la estabilidad financiera y rentabilidad de las inversiones, lo que permite garantizar el cumplimiento de los principios previstos en el artículo 2° de la Ley 100 de 1993, tal y como lo explicó la Corte Constitucional en la sentencia C-841 de 2003, en la que declaró exequible la expresión “y que no haya adquirido la calidad de pensionado” contenida en el referido artículo 107 de la ley 100 de 1993, concluyendo al respecto que “la limitación del traslado de la cuenta de ahorro pensional cuando se ha adquirido la calidad de pensionado, resulta efectivamente conducente para el logro de los fines de eficiencia administrativa y financiera de las entidades administradoras y de sostenibilidad y rentabilidad del sistema.” 
6.1.1. Resolución de las pretensiones principales. 
En el caso que concita la atención de la Sala, se encuentra plenamente acreditado que el actor suscribió formulario de traslado de régimen el 08 de octubre de 1998 por medio de la AFP Porvenir S.A.
 efectivo a partir del 1 de diciembre del mismo año
 y que el día 10 de abril de 2002 suscribió formulario de traslado con destino a Protección S.A. efectivo a partir del 1 de junio de 2002
, última administradora que le reconoció pensión de vejez en modalidad de retiro programado
 desde el 1 de mayo de 2017
. 
 
Lo anterior permite concluir que, a las luces del literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, hoy por hoy se encuentra extinto el derecho que tenía el actor, como afiliado al sistema general de pensiones, a movilizarse entre los dos regímenes pensionales que lo conforman, pues al adquirir la calidad de pensionado su situación jurídica quedó definida y consolidada bajo el régimen jurídico que regenta a quienes ostentan la pensión de vejez, prestación que, dependió de una serie de actos que comprometen recursos y responsabilidades obligacionales de terceros de buena fe. 
 
En efecto, la pensión que ahora percibe el demandante se financió con los recursos de su cuenta de ahorro individual y el bono pensional cuya emisión dependió de la gestión que se adelantara por Protección S.A. ante la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Este panorama, en términos de la sentencia traída a colación, imposibilita que se acceda a las pretensiones principales vertidas en el libelo genitor, razón por la cual la Corporación estudiará la viabilidad de los pedidos subsidiarios. 
6.2. Indemnización de perjuicios en favor de pensionados del RAIS por incumplimiento del deber de información en cabeza de las administradoras de fondos de pensiones en el momento del traslado - Prescripción 
 
El fundamento legal del resarcimiento o indemnización plena de perjuicios por incumplimiento del deber de información de las AFP, se desprende de lo regulado por el Decreto 720 de 1994, puntualmente por sus artículos 4, 10 y 12, con arreglo a los cuales, las sociedades administradoras de fondos de pensiones tienen el deber de verificar “la idoneidad, honestidad, trayectoria, especialización, profesionalismo y conocimiento adecuado de la labor que desarrollarán las personas naturales que vinculen como promotores y (…) Las actuaciones de los vendedores en el ejercicio de su actividad obligan a la sociedad administradora del sistema general de pensiones respecto de la cual se hubiere promovido la correspondiente vinculación”, según se indica en el mencionado artículo 4, aunado a los siguientes artículos, que al tenor disponen: 
 
“Artículo 10. RESPONSABILIDAD DE LOS PROMOTORES. Cualquier infracción, error u omisión -en especial aquellos que impliquen perjuicio a los intereses de los afiliados- en que incurran los promotores de las sociedades administradoras del sistema general de pensiones en el desarrollo de su actividad compromete la responsabilidad de la sociedad administradora respecto de la cual adelante de sus labores de promoción o con la cual, con ocasión de su gestión, se hubiere realizado la respectiva vinculación sin perjuicio de la responsabilidad de los promotores frente a la correspondiente sociedad administradora del sistema general de pensiones.   
 
Artículo 12. OBLIGACION DE LOS PROMOTORES. Los promotores que empleen las sociedades administradoras del sistema general de pensiones deberán suministrar suficiente, amplia y oportuna información a los posibles afiliados al momento de la promoción de la afiliación, durante toda la vinculación con ocasión de las prestaciones a las cuales tenga derecho el afiliado.”  
 
Adicionalmente, el artículo 4 del Decreto 656 de 1994, establece que las administradoras del régimen de ahorro individual con solidaridad son instituciones de carácter previsional y, como tal, se encuentran obligadas a prestar en forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a dicha calidad, por lo que serán responsables de los perjuicios que por su culpa leve se puedan ocasionar a los afiliados. 
 
Sobre la manera en que dichos preceptos normativos operan en los casos en que se discute la responsabilidad patrimonial de las AFP por los perjuicios ocasionados a los pensionados que se trasladaron de régimen pensional sobre la base de errores u omisiones en la información presente en la antesala del traslado, tiene dicho esta Corporación, desde la sentencia del 03 de agosto de 2022, Rad. 2021-00260, M.P. Julio César Salazar Muñoz, en la que se indicó, lo siguiente: 
 
“Dichas disposiciones normativas regulan la manera y las condiciones como las AFP pueden promocionar sus productos dentro del sistema general de pensiones, así como el personal que pueden utilizar para el efecto, pero, sobre todo, explicita la responsabilidad que les asiste a esas entidades por los errores o las omisiones -que causen perjuicios- en que incurran las personas que se encarguen de la afiliación de los usuarios. 
 
De modo que, si se prueba en el proceso el engaño o la responsabilidad de la AFP privada en el traslado del afiliado y o pensionado, y como consecuencia de ello, la causación de un perjuicio al usuario, el afectado cuenta con la acción adecuada para pedir la indemnización de ese perjuicio, pero obviamente a cargo de quien se lo causó, esto es la AFP que propició el traslado. 
 
Ahora bien, los artículos 2341 y 2343 del Código Civil establecen que quien comete un daño por culpa está obligado a su reparación o indemnización, de modo que, si un pensionado considera que la administradora incumplió su deber de información, y por ello sufrió un perjuicio en el monto de su pensión, tiene derecho a demandar la indemnización de perjuicios a cargo de la entidad administradora de pensiones que causó el daño. 
 
Dicha indemnización de perjuicios encuentra sustento además en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, que establece: “ARTICULO 16. VALORACION DE DAÑOS. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales.” 
 
Y añade: 
 
“(…) el resarcimiento del eventual daño o perjuicio que se genera por cualquier infracción, error u omisión de las sociedades administradoras de pensiones en el desarrollo de su actividad, como sería la falta al deber de información que les asiste respecto a los potenciales afiliados, está regulado en forma expresa en una norma que rige la seguridad social, esto es, la Ley 720 de 1994, por medio del cual se reglamenta el artículo 105 y parcialmente el artículo 287 de la Ley 100 de 1993.  
 
Aunado a ello, el daño que surge eventualmente por la falta al deber de información, afecta de manera directa el contenido esencial del derecho a la pensión de vejez en torno a su cuantificación, ante la desmejora del valor de la mesada a la que el afiliado o pensionado hubiere podido acceder estando en el otro régimen pensional; de manera que, el daño que se ocasiona es de carácter continuado o de tracto sucesivo, pues se extiende en el tiempo después de su consolidación, bien sea hasta que se extinga la condición de pensionado o hasta que el perjuicio económico deje de existir”.  
 
De otro lado, el hecho de que el eventual perjuicio económico causado con ocasión al incumplimiento al deber de información, esté dado en la diferencia existente entre el valor de la pensión reconocida en el RAIS y aquella que hubiese obtenido en el RPMPD de haber permanecido en él, da lugar a que el titular de la pensión tenga como pretensión jurídica el pago periódico de esas diferencias en la pensión a cargo la entidad administradora, a título de indemnización o reparación de perjuicios, mismo que, igual que el derecho a la actualización y/o inclusión de factores salariales en temas pensionales, es de carácter imprescriptible por ser una prestación social de tracto sucesivo y de carácter vitalicio, siendo únicamente susceptibles de su afectación las mesadas o diferencias que no se reclamen en el término trienal que consagran los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, (ver entre otras, sentencia SL 5535 de 2019). 
 
Por tanto, esta Sala mantiene el criterio jurídico, según el cual, el titular de la acción está habilitado para solicitar en cualquier tiempo, la declaratoria de incumplimiento al deber de información y precisará que, los perjuicios económicos que tal situación genere, entendidos como las diferencias entre el valor de las mesadas pensionales otorgadas por el RAIS y las que hubiere percibido el pensionado en el RPM, en materia de prescripción, siguen la misma suerte que cualquier mesada pensional, esto es, que solo se ven afectadas por dicho fenómeno, aquellas diferencias que no hayan sido reclamadas en un lapso superior a tres años desde su causación. (Negrilla fuera de texto). 
 
Esta tesis del Tribunal, respecto a la imprescriptibilidad de la acción de indemnización de perjuicios en los asuntos de traslado del RPM al RAIS, guarda completa armonía con lo decidido sobre la misma materia por el órgano de cierre permanente de la jurisdicción laboral, en sentencia SL 3535 de 2021, en la que alude a la ya citada sentencia SL 373 de 2021, e indica que en caso de la reparación derivada de los perjuicios causados por el incumplimiento del deber de información se ordenará, a título de indemnización de perjuicios, “el pago a cargo de la AFP de la diferencia entre la prestación reconocida en el RAIS y aquella que hubiese tenido en el RPMPD. Esto es, imponer el pago de una renta periódica en los mismos términos en que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida, tanto para el pensionado como para sus potenciales beneficiarios, ordenando compensar o restituir todo aquello a lo que haya lugar”. 
 
Cabe agregar que en la sentencia SL 373 de 2021 la Sala Laboral Permanente de la Corte Suprema de Justicia, indicó: 
 
“[…] Es un principio general del derecho aquel según el cual quien comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC). Por consiguiente, si un pensionado considera que la administradora incumplió su deber de información (culpa) y, por ello, sufrió un perjuicio en la cuantía de su pensión, tiene derecho a demandar la indemnización total de perjuicios a cargo de la administradora. 
 
El artículo 16 de la Ley 446 de 1998 consagra el principio de reparación integral en la valoración de los daños. Este principio conmina al juez a valorar la totalidad de los daños irrogados a la víctima y en función de esta apreciación, adoptar las medidas compensatorias que juzgue conveniente según la situación particular del afectado. Es decir, el juez, en vista a reparar integralmente los perjuicios ocasionados, debe explorar y utilizar todas aquellas medidas que considere necesarias para el pleno y satisfactorio restablecimiento de los derechos conculcados.  
 
En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse desde este momento.” 
 
Sin embargo, teniendo en cuenta que en esa oportunidad la pretensión del demandante se contrajo a la ineficacia de la afiliación y el regreso al estado de cosas anterior con el objetivo de pensionarse en el régimen de prima media con prestación definida y no al reclamo de la reparación de perjuicios, concluyó que “no podría la Sala de oficio entrar a evaluar esta posibilidad.”  De ahí que a la fecha la Corte Suprema de Justicia, no ha resuelto un caso de similares contornos, y por ende la interpretación vertida por la Sala de esta Corporación se torna plausible, pues como se indicó guarda estrecha relación con la forma de resarcir el perjuicio consignado en la sentencia SL3535 de 2021. 
 
Pese a lo anterior, y con base en la sentencia SL 373 de 2021, las Salas de Descongestión de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, han declarado la prescriptibilidad de la indemnización de perjuicios transcurridos tres años desde que el pensionado adquiere dicha calidad, tal como se dijo, por ejemplo, en la sentencia en SL-053 de 2022, en la que se indicó:  
 
“(…) en el presente asunto aquel se superó con creces como lo sostuvieron las demandadas al proponer el correspondiente medio exceptivo, pues la pensión anticipada de vejez que se le reconoció a Roberto Cesáreo José Francisco Ceballos Restrepo lo fue a partir del 5 de abril de 2002 (f.° 31-32) y la presente acción judicial tan solo se ejerció el 24 de enero de 2018 como da cuenta el acta de reparto visible al anverso de la carátula final del expediente, esto es, superado ampliamente el término trienal contemplado en los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, razón por la cual no resulta procedente su imposición.” 
 
Asimismo, en la reciente providencia SL 1465 de 2023, la Sala de Descongestión de la Alta Corporación, expuso:  
 
“(…) debe precisarse que la imprescriptibilidad del derecho pensional no resulta aplicable al presente asunto. Ello por cuanto la súplica condenatoria subsidiaria, frente a la cual el colegiado estimó que había operado la prescripción, no fue el derecho pensional en sí mismo, sino la indemnización de perjuicios. 
(:..) 
En efecto, una cosa es la consolidación del derecho pensional y otra, la consecuencia resarcitoria generada por el incumplimiento de los deberes de la AFP respecto de quien obtuvo la pensión en el RAIS. De esa manera, lo que se aprecia es que, con el planteamiento de la censura se varía la naturaleza de la pretensión deprecada de manera subsidiaria.  
 
Puntualizado lo anterior, la Corte no advierte yerro jurídico del colegiado en la interpretación de las normas que regulan la prescripción, en tanto que, tratándose de la indemnización de perjuicios derivada del incumplimiento de los deberes de la AFP, sí opera la prescripción, la cual se cuenta desde cuando se obtiene la calidad de pensionado, en la medida que ese es el momento en que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud.” 
 
No obstante, esta Sala Mayoritaria no comparte dichos pronunciamientos, pues como se indicó en precedencia, a la fecha no existe un precedente, ratio decidendi o doctrina probable aplicable en cuanto a la excepción de prescripción en asuntos donde se discute el resarcimiento de perjuicios por incumplimiento del deber de información al momento del traslado de régimen pensional de personas que ya gozan de una pensión de vejez en el RAIS.  
 
Máxime cuando el artículo 28 del Acuerdo No. 48 del 16 de noviembre de 2016 (reglamento de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral) señaló que para la selección de expediente que se remitirían a dichas Salas se tendría en cuenta la antigüedad de los asuntos, “salvo que impliquen modificar, unificar o crear nueva línea jurisprudencial”, por lo que a juicio de esta Corporación mientras no exista un pronunciamiento de la Sala Permanente, dicho precedente no es vinculante y no seguirlo no implica apartarse de la jurisprudencia aplicable, pues las Salas de Descongestión no pueden sentar precedente en asuntos sobre los que todavía no se ha pronunciado la Sala Permanente. 
 
6.2.1. El deber de información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones: un deber exigible desde su creación. 
 
Al respecto de las normas que rigen el deber de información se pronunció la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 1688 de 2019, Radicado 68838, con Ponencia de la Dra. Clara Cecilia Dueñas Quevedo, por medio de la cual explicó que las normas que rigen la actividad de los Fondos de Pensiones privados, se ha divido en tres momentos históricos, compelidos de la siguiente manera:  
 
	Etapa acumulativa 
	Normas que obligan a las administradoras de pensiones a dar información 
	Contenido mínimo y alcance del deber de información 

	Deber de información  
	Arts. 13 literal b), 271 y 272 de la Ley 100 de 1993 
 
Art. 97, numeral 1° del Decreto 663 de 1993, modificado por el artículo 23 de la Ley 797 de 2003 
 
Disposiciones constitucionales relativas al derecho a la información, no menoscabo de derechos laborales y autonomía personal 
	Ilustración de las características, condiciones, acceso, efectos y riesgos de cada uno de los regímenes pensionales, lo que incluye dar a conocer la existencia de un régimen de transición y la eventual pérdida de beneficios pensionales 

	Deber de información, asesoría y buen consejo 
	Artículo 3°, literal c) de la Ley 1328 de 2009 
 
Decreto 2241 de 2010 
	Implica el análisis previo, calificado y global de los antecedentes del afiliado y los pormenores de los regímenes pensionales, a fin de que el asesor o promotor pueda emitir un consejo, sugerencia o recomendación al afiliado acerca de lo que más le conviene y, por tanto, lo que podría perjudicarle 

	Deber de información, asesoría, buen consejo y doble asesoría.  
	Ley 1748 de 2014 
 
Artículo 3° del Decreto 2071 de 2015 
 
Circular Externa No. 016 de 2016 
	Junto con lo anterior, lleva inmerso el derecho a obtener asesoría de los representantes de ambos regímenes pensionales. 


 
1.4 Conclusión: La constatación del deber de información es ineludible 
 
Según se pudo advertir del anterior recuento, las AFP, desde su creación, tenían el deber de brindar información a los afiliados o usuarios del sistema pensional a fin de que estos pudiesen adoptar una decisión consciente y realmente libre sobre su futuro pensional. Desde luego que con el transcurrir del tiempo, el grado de intensidad de esta exigencia cambió para acumular más obligaciones, pasando de un deber de información necesaria al de asesoría y buen consejo, y finalmente al de doble asesoría. Lo anterior es relevante, pues implica la necesidad, por parte de los jueces, de evaluar el cumplimiento del deber de información de acuerdo con el momento histórico en que debía cumplirse, pero sin perder de vista que este desde un inicio ha existido.” 
 
La anterior, tesis fue compartida por la Corte Constitucional en sentencia SU-107 de 2024, en los siguientes términos:  
 
“(…) la Sala Plena de esta Corte Constitucional comparte buena parte de lo sostenido por la Corte Suprema de Justicia en su jurisprudencia. El deber de información que debía prestarse a los afiliados, antes de que estos optaran por el nuevo régimen pensional, existía desde el mismo momento en que se creó el RAIS. Fue a partir de la Ley 100 de 1993 que las personas tuvieron la opción de escoger entre el régimen pensional hasta el momento conocido y el nuevo régimen pensional que entraba a competir por los afiliados y escoger implicaba, de suyo, conocer los alcances de tal decisión. 
 
Lo que realmente interesa es definir si las personas fueron debidamente informadas o no, de acuerdo con el estándar que existía para la fecha del traslado, antes de adoptar una decisión que a la postre repercutiría en su derecho pensional. En este orden, el deber legal de las administradoras era simplemente informar y hacerlo de manera objetiva. Si luego de ello la persona voluntariamente resolvía trasladarse al RAIS, esa determinación gozará de plena validez, con independencia de que aquella les hubiere dado más importancia a las opiniones de terceros, que a la misma información suministrada por las AFP. 
 
También se coincide con la Corte Suprema de Justicia en el hecho de que no informar debidamente a los usuarios, conforme al estándar exigido por las normas vigentes al momento en que estos efectuaron su respectivo traslado, genera la ineficacia del mismo pues esa es la consecuencia jurídica que determina el artículo 271 de la Ley 100 de 1993 a la práctica de obstruir (en este caso a través del ocultamiento de datos relevantes) el derecho a la libre elección entre regímenes.” 
 
En lo que atañe al caso concreto, la discrepancia del máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, radica en las cargas probatorias, como pasa a verse. 
  
6.2.2.
 De la carga de la prueba. 
 
La Corte Suprema de Justicia en procesos donde se discute la ineficacia del traslado, ha mantenido una línea pacifica respecto de la inversión de la carga de la prueba a favor del afiliado, de conformidad al artículo 1604 del Código Civil. Bajo esa intelección, ha precisado que “si el afiliado alega que no recibió la información debida cuando se afilió, ello corresponde a un supuesto negativo que no puede demostrarse materialmente por quien lo invoca, por lo que le corresponde a su contraparte demostrar que sí la brindó, dado que es quien está en posición de hacerlo.” 
 
Pese a lo anterior, la Corte Constitucional por medio de la sentencia SU 107-2024 moduló el referido precedente con efectos inter pares y de inmediato cumplimiento, a todas las demandas que estén en curso ante la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en los procesos que inicien con posterioridad a dicha sentencia de unificación, precisando que el alcance de la decisión se circunscribe a los procesos judiciales donde se demanda la ineficacia del traslado entre 1993 y 2009.   
 
Ahora, aunque el presente asunto no se circunscribe propiamente a una ineficacia del traslado, sino a una acción de indemnización plena de perjuicios por incumplimiento del deber de información, debido a que, en uno u otro caso, la cuestión litigiosa tiene la misma exégesis, esto es, la verificación de la información bajo la cual se obtuvo el traslado, la Sala decidirá atendiendo los presupuestos de flexibilización que la Corte Constitucional estudió en la sentencia de unificación, en los siguientes términos:  
 
1. La ley procesal no permite imponer cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni al afiliado, ni a la AFP). 
 
2. En los procesos donde se pretenda declarar la ineficacia de un traslado deberán tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso, que se refieren al debido proceso. Esto supone que el juez, debe actuar como director del proceso judicial, con la autonomía e independencia que le son propios y, dentro de las muchas actuaciones dirigidas a formar su convencimiento para decidir lo que en derecho corresponda, puede: 
 
i. Analizar si el afiliado conocía las consecuencias que tendría al trasladarse al RAIS, en el periodo 1993-2009. De manera más precisa, el juez debe identificar si, en los términos del artículo 13, literal b, de la Ley 100 de 1993 y del artículo 97 -numeral 1- del Decreto 663 de 1993, los asesores de las AFP comunicaron sobre: a) los riesgos que se reconocen en el RAIS; a) las posibilidades de efectuar cotizaciones adicionales; c) las consecuencias que tendría el no reunir el capital mínimo exigido para pensionarse por vejez; d) la garantía de la pensión mínima; o, e) la devolución de saldos, etc. 
 
ii. Decretar, practicar y valorar en igualdad todas las pruebas que soliciten las partes que sean necesarias, pertinentes y conducentes para demostrar los hechos que sirven de causa a las pretensiones o las excepciones.  
 
iii. Procurar, de manera oficiosa, la obtención de pruebas acudiendo a las enlistadas en el Código General del Proceso, tales como “(…) la declaración de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes”, y las demás que considere necesarias, pertinentes y conducentes. 
 
iv. En lo relativo a las pruebas documentales, el juez puede oficiar para que se aporte la carpeta administrativa del accionante para establecer si de allí pueden extraerse elementos de juicio que permitan identificar si la persona fue informada o no. En este punto, respecto del formulario de afiliación compartió la tesis de la Corte Suprema de Justicia, en el entendido que, si bien puede comprender leyendas preimpresas en las que se señala que “que la decisión de trasladarse al régimen seleccionado se ha tomado de manera libre, espontánea y sin presiones” (artículo 11 del Decreto 692 de 1994), esa sola prueba no demuestra, per se, el suministro de información, por tanto, no puede ser suficiente para absolver a las demandadas. 
 
v. Valorar las pruebas decretadas y debidamente practicadas con su inmediación, de manera individual y en su conjunto con las demás, luego de lo cual puede determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre lo ocurrido. 
 
vi. Acudir a la prueba indiciaria si lo estima necesario, en los términos de los artículos 176 y 242 del CGP. 
 
vii. Invertir la carga de la prueba cuando, analizando el caso concreto y la posición de las partes, esté ante un demandante que se encuentra en la imposibilidad de demostrar sus dichos, y en un proceso donde no haya sido posible desentrañar por completo la verdad a pesar de los esfuerzos oficiosos.  
 
6.2.1. Resolución de las pretensiones subsidiarias.  

Teniendo en cuenta que en el presente proceso se cuestiona la información recibida por el actor en la antesala del traslado de régimen pensional, la Sala procederá a la valoración individual y conjunta del material probatorio aportado por los sujetos litigiosos. El objetivo es clarificar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que precedieron la decisión del promotor de la litis de pertenecer al RAIS. Además, se evaluará si, en virtud de ese material probatorio, Porvenir S.A., como administradora a través de la cual se efectuó el traslado de régimen el 08 de octubre de 1998, ilustró adecuadamente al accionante acerca de las características, condiciones, acceso, efectos y riesgos de cada uno de los regímenes de pensiones.

En este orden de ideas, se extrae de la solicitud de vinculación o traslado que el accionante suscribió el traslado de régimen el 08 de octubre de 1998
, que para esa época se encontraba afiliado al ISS, el lugar donde laboraba, salario y otros datos personales. Además, en la sección titulada "voluntad de afiliación", el texto afirma: "Hago constar que realizó de forma libre, espontánea y sin presiones la escogencia al régimen de ahorro individual. Así como la selección de la administradora de fondos de pensiones y cesantías Porvenir S.A. para que sea la única que administre los aportes pensionales. También declaró que los datos proporcionados en esta solicitud son verdaderos”. Sin embargo, la solicitud no incluye información que ilustre las características, condiciones, acceso, efectos y riesgos de cada uno de los regímenes pensionales, de ahí que solo permita corroborar que el consentimiento fue libre de vicios, pero no informado, razón por la cual, al tenor de las consideraciones que preceden, la información probatoria que contiene es insuficiente para absolver a la AFP demandada. 
La restante prueba documental tampoco permite corroborar la información que fue recibida por el gestor del litigio, ya que las historias laborales y formato de provisional del bono pensional e historial de vinculaciones a lo sumo permiten concluir que la demandante se trasladó de régimen cuando había cotizado más de 150 semanas en el RPM, densidad de semanas mínimas para acceder al bono pensional.
Cabe señalar que los presupuestos del cumplimiento del deber de información contrario a la conclusión de instancia, tampoco encontraron soporte en el interrogatorio de parte practicado al señor Jorge González, como quiera que ninguno de sus dichos tiene la entidad de una confesión, pues aunque manifestó de forma detallada que previo al traslado conocía que en el RPM el monto de su pensión equivaldría al promedio de los últimos 10 años de cotizaciones, aclaró que dicho conocimiento no fue parte de la información que le brindó el asesor en la antesala del régimen pensional. 
Por otra parte, aunque adujo el promotor de la AFP le precisó que en el RAIS la pensión era producto del capital depositado en la cuenta de Ahorro Individual y los rendimientos que está generaba de acuerdo a las fluctuaciones del mercado, omitió informarle sobre las características, condiciones, acceso, efectos y riesgos del traslado, pues luce evidente que el afiliado no tenía conocimiento -ni se lo brindó el asesor o asesora que gestionó su traslado- acerca de las distintas modalidades de pensión en el RAIS, esto es la existencia de una renta vitalicia inmediata, retiro programado y retiro programado con renta vitalicia.
Lo anterior, teniendo en cuenta que apenas dos meses después de pensionarse en el RAIS, se dio cuenta de que bajo la modalidad de retiro programado su mesada pensional se podía ver afectada por la disminución de su ahorro y las fluctuaciones de sus rendimientos, tal como de ello da cuenta la petición que le elevó a la AFP Protección S.A. el 28 de julio de 2017
, solicitándole que le informara la razón de la disminución del monto de su mesada, lo que revela que desconocía que este era un riesgo latente en la modalidad de retiro programado, lo cual no se le informó en el momento de su traslado de régimen, y esto se deduce del hecho de que ni siquiera en el comunicado por medio del cual se le informó el reconocimiento de su pensión
, se indicó en qué modalidad se pensionaba y mucho menos que su mesada podía disminuir como consecuencia de la disminución del saldo de su cuenta de ahorro individual, lo cual opera como indicio de aquella omisión en la antesala del traslado.
Aunado a lo anterior, el Representante Legal de la AFP Porvenir, aunque indicó en el interrogatorio de parte que no presenció el momento del citado traslado, aseguró que le consta que la información entregada al afiliado se circunscribió a la exigida por Ley 100 de 1993, que fue suministrada de forma verbal y a través de folletos. Luego entonces, si existía este tipo de documentos con información clave que hubiese servido para esclarecer más allá de cualquier duda qué tipo de información le brindaban los asesores de la AFP a los potenciales afiliados para convencerlos de trasladarse, es paradójico que tal evidencia no se haya arrimado al plenario, sin que el paso del tiempo sea una justificación para dicha omisión, porque así como se conservó el formulario de afiliación, ha debido conservarse la publicidad, expresada en folletos, cuñas radiales o televisadas, volantes, etc., máxime cuando es bien sabido que la selección, promoción y difusión de dichos documentos responden a decisiones corporativas de la más alta importancia, que ha debido estar precedida de parámetros y precisar orientaciones de los más altos órganos de decisión de la compañía, de modo que la ausencia de esos documentos en el plenario, pone de relieve, también como indicio, que la información que allí se expresaba no resulta conveniente a la defensa de la AFP.
Así las cosas, tras evaluar integralmente las pruebas presentadas, se puede concluir que el traslado realizado por el señor Jorge González Gutiérrez del RPMPD al RAIS, mediante formulario suscrito el 8 de octubre de 1998, efectivo a partir del 1 de diciembre de ese año, no cumplió con todos los requisitos exigidos por la ley. Esto se debe a que el fondo privado de pensiones Porvenir S.A. no proporcionó al afiliado una adecuada "Ilustración de las características, condiciones, acceso, efectos y riesgos de cada uno de los regímenes pensionales," lo que incluye informar sobre la existencia de un régimen de transición y la potencial pérdida de beneficios pensionales. 
Es relevante recordar que, independientemente de que el actor se haya movilizado al interior del RAIS y hubiera permanecido afiliado a este régimen pensional durante más de veinte años realizando cotizaciones, lo cierto es que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sus sentencias SL 1926-2022, SL 1055-2022 y SL 4297-2022, recogió la postura sobre los actos de relacionamiento mencionada por las Salas de Descongestión, y ratificó que la postura vigente y aplicable por el máximo órgano de cierre de la justicia ordinaria laboral es que “los actos u omisiones posteriores del afiliado, ya sea porque se trasladó entre fondos privados o no retornó a prima media en las oportunidades legales previstas, no pueden validar el desacato legal que genera la ineficacia del acto jurídico del traslado de régimen, precisamente porque al ser actos posteriores dejan intactos los hechos u omisiones que anteceden al acto jurídico ineficaz, el cual no puede ser saneado como una nulidad”. 

Con base en lo anterior, teniendo en cuenta que el perjuicio alegado por el  gestor se atribuye a falta de información veraz y comprensible sobre las consecuencias del traslado y la imposibilidad de retornar al RPMPD por expresa prohibición del artículo 13 de la Ley 797 de 2003, se infiere que este en efecto sufrió un perjuicio económico en la cuantía de su pensión, pues de haber permanecido afiliado en el RPMPD o si hubiere podido retornar a este antes de pensionarse en el RAIS, habría obtenido una mesada pensional muy superior a la que le fue reconocida en este último régimen. 
Lo anterior, se puede apreciar en la proyección de la pensión de vejez en el RPMPD, efectuada en esta instancia con base en el reporte de semanas cotizadas aportado por Porvenir S.A, Protección S.A. y Colpensiones que arroja como resultado un IBL en los últimos 10 años por ser más favorable de $7.354.820 mismo que al aplicarle una tasa de reemplazo de 77,02% deriva en una mesada inicial de $5.664.326 al 1 de mayo de 2017, dado que para este ciclo registra la última cotización efectuada al sistema general de pensiones, liquidada con las fórmulas indicadas en los artículos 21, 33 y 34 de la Ley 100 de 1993, modificadas por la Ley 797 de 2003. 

	LIQUIDACIÓN DEL IBL PENSIONAL PROMEDIO ÚLTIMOS AÑOS

	PERIODOS DE COTIZACIÓN
	FECHA DONDE SE HIZO  LA  ÚLTIMA COTIZACIÓN :
	2017-04
	 

	DESDE
	HASTA
	# Días
	INGRESO BASE DE COTIZACIÓN
	IPC FINAL
	IPC INICIAL
	INGRESO MENSUAL ACTUALIZADO
	PROMEDIO SALARIAL:

	Año
	*Mes
	Día
	Año
	*Mes
	Día
	
	
	
	
	
	

	2007
	5
	4
	2007
	5
	31
	28
	$5.047.000,00
	93,11
	61,33
	$ 7.662.256,16
	$58.778,95

	2007
	6
	1
	2007
	6
	30
	30
	$5.047.000,00
	93,11
	61,33
	$ 7.662.256,16
	$62.977,45

	2007
	7
	1
	2007
	7
	31
	31
	$5.047.000,00
	93,11
	61,33
	$ 7.662.256,16
	$65.076,70

	2007
	8
	1
	2007
	8
	31
	31
	$6.056.000,00
	93,11
	61,33
	$ 9.194.100,11
	$78.086,88

	2007
	9
	1
	2007
	9
	30
	30
	$5.299.000,00
	93,11
	61,33
	$ 8.044.837,60
	$66.121,95

	2007
	10
	1
	2007
	10
	31
	31
	$5.551.000,00
	93,11
	61,33
	$ 8.427.419,04
	$71.575,34

	2007
	11
	1
	2007
	11
	30
	30
	$5.552.000,00
	93,11
	61,33
	$ 8.428.937,22
	$69.278,94

	2007
	12
	1
	2007
	12
	31
	31
	$5.552.000,00
	93,11
	61,33
	$ 8.428.937,22
	$71.588,23

	2008
	1
	1
	2008
	1
	31
	31
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$64.647,25

	2008
	2
	1
	2008
	2
	29
	29
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$60.476,46

	2008
	3
	1
	2008
	3
	31
	31
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$64.647,25

	2008
	4
	1
	2008
	4
	30
	30
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$62.561,85

	2008
	5
	1
	2008
	5
	31
	31
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$64.647,25

	2008
	6
	1
	2008
	6
	30
	30
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$62.561,85

	2008
	7
	1
	2008
	7
	31
	31
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$64.647,25

	2008
	8
	1
	2008
	8
	31
	31
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$64.647,25

	2008
	9
	1
	2008
	9
	30
	30
	$5.299.000,00
	93,11
	64,82
	$ 7.611.692,22
	$62.561,85

	2008
	10
	1
	2008
	10
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	64,82
	$ 8.038.314,72
	$68.270,62

	2008
	11
	1
	2008
	11
	30
	30
	$5.596.000,00
	93,11
	64,82
	$ 8.038.314,72
	$66.068,34

	2008
	12
	1
	2008
	12
	31
	31
	$3.917.000,00
	93,11
	64,82
	$ 5.626.533,01
	$47.786,99

	2009
	1
	1
	2009
	1
	31
	31
	$3.917.000,00
	93,11
	69,80
	$ 5.225.098,42
	$44.377,55

	2009
	2
	1
	2009
	2
	28
	28
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$57.264,28

	2009
	3
	1
	2009
	3
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$63.399,73

	2009
	4
	1
	2009
	4
	30
	30
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$61.354,58

	2009
	5
	1
	2009
	5
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$63.399,73

	2009
	6
	1
	2009
	6
	30
	30
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$61.354,58

	2009
	7
	1
	2009
	7
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$63.399,73

	2009
	8
	1
	2009
	8
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$63.399,73

	2009
	9
	1
	2009
	9
	30
	30
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$61.354,58

	2009
	10
	1
	2009
	10
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$63.399,73

	2009
	11
	1
	2009
	11
	30
	30
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$61.354,58

	2009
	12
	1
	2009
	12
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	69,80
	$ 7.464.807,45
	$63.399,73

	2010
	1
	1
	2010
	1
	31
	31
	$5.596.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.318.027,53
	$62.153,11

	2010
	2
	1
	2010
	2
	28
	28
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$57.261,86

	2010
	3
	1
	2010
	3
	31
	31
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$63.397,06

	2010
	4
	1
	2010
	4
	30
	30
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$61.351,99

	2010
	5
	1
	2010
	5
	31
	31
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$63.397,06

	2010
	6
	1
	2010
	6
	30
	30
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$61.351,99

	2010
	7
	1
	2010
	7
	31
	31
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$63.397,06

	2010
	8
	1
	2010
	8
	31
	31
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$63.397,06

	2010
	9
	1
	2010
	9
	30
	30
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$61.351,99

	2010
	10
	1
	2010
	10
	31
	31
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$63.397,06

	2010
	11
	1
	2010
	11
	30
	30
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$61.351,99

	2010
	12
	1
	2010
	12
	31
	31
	$5.708.000,00
	93,11
	71,20
	$ 7.464.492,70
	$63.397,06

	2011
	1
	1
	2011
	1
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$63.403,74

	2011
	2
	1
	2011
	2
	28
	28
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$57.267,90

	2011
	3
	1
	2011
	3
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$63.403,74

	2011
	4
	1
	2011
	4
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$61.358,46

	2011
	5
	1
	2011
	5
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$63.403,74

	2011
	6
	1
	2011
	6
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$61.358,46

	2011
	7
	1
	2011
	7
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$63.403,74

	2011
	8
	1
	2011
	8
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$63.403,74

	2011
	9
	1
	2011
	9
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$61.358,46

	2011
	10
	1
	2011
	10
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$63.403,74

	2011
	11
	1
	2011
	11
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.465.279,65
	$61.358,46

	2011
	12
	1
	2011
	12
	31
	31
	$6.086.000,00
	93,11
	73,45
	$ 7.715.009,67
	$65.524,74

	2012
	1
	1
	2012
	1
	31
	31
	$5.916.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.229.803,91
	$61.403,81

	2012
	2
	1
	2012
	2
	29
	29
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$57.180,12

	2012
	3
	1
	2012
	3
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$61.123,57

	2012
	4
	1
	2012
	4
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$59.151,85

	2012
	5
	1
	2012
	5
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$61.123,57

	2012
	6
	1
	2012
	6
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$59.151,85

	2012
	7
	1
	2012
	7
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$61.123,57

	2012
	8
	1
	2012
	8
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$61.123,57

	2012
	9
	1
	2012
	9
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$59.151,85

	2012
	10
	1
	2012
	10
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$61.123,57

	2012
	11
	1
	2012
	11
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$59.151,85

	2012
	12
	1
	2012
	12
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	76,19
	$ 7.196.807,85
	$61.123,57

	2013
	1
	1
	2013
	1
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.025.301,60
	$59.666,95

	2013
	2
	1
	2013
	2
	28
	28
	$5.889.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.025.301,60
	$53.892,72

	2013
	3
	1
	2013
	3
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.025.301,60
	$59.666,95

	2013
	4
	1
	2013
	4
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.025.301,60
	$57.742,20

	2013
	5
	1
	2013
	5
	31
	31
	$5.889.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.025.301,60
	$59.666,95

	2013
	6
	1
	2013
	6
	30
	30
	$5.889.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.025.301,60
	$57.742,20

	2013
	7
	1
	2013
	7
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.201.858,68
	$61.166,47

	2013
	8
	1
	2013
	8
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.201.858,68
	$61.166,47

	2013
	9
	1
	2013
	9
	30
	30
	$6.037.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.201.858,68
	$59.193,36

	2013
	10
	1
	2013
	10
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.201.858,68
	$61.166,47

	2013
	11
	1
	2013
	11
	30
	30
	$6.037.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.201.858,68
	$59.193,36

	2013
	12
	1
	2013
	12
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	78,05
	$ 7.201.858,68
	$61.166,47

	2014
	1
	1
	2014
	1
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.065.171,82
	$60.005,57

	2014
	2
	1
	2014
	2
	28
	28
	$6.037.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.065.171,82
	$54.198,58

	2014
	3
	1
	2014
	3
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.065.171,82
	$60.005,57

	2014
	4
	1
	2014
	4
	30
	30
	$6.037.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.065.171,82
	$58.069,91

	2014
	5
	1
	2014
	5
	31
	31
	$6.037.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.065.171,82
	$60.005,57

	2014
	6
	1
	2014
	6
	30
	30
	$6.157.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.205.609,23
	$59.224,19

	2014
	7
	1
	2014
	7
	31
	31
	$6.157.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.205.609,23
	$61.198,32

	2014
	8
	1
	2014
	8
	31
	31
	$6.157.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.205.609,23
	$61.198,32

	2014
	9
	1
	2014
	9
	30
	30
	$6.157.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.205.609,23
	$59.224,19

	2014
	10
	1
	2014
	10
	31
	31
	$6.157.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.205.609,23
	$61.198,32

	2014
	11
	1
	2014
	11
	30
	30
	$6.157.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.205.609,23
	$59.224,19

	2014
	12
	1
	2014
	12
	31
	31
	$6.160.000,00
	93,11
	79,56
	$ 7.209.120,16
	$61.228,14

	2015
	1
	1
	2015
	1
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2015
	2
	1
	2015
	2
	28
	28
	$6.157.000,00
	93,11
	82,47
	$ 6.951.355,28
	$53.325,47

	2015
	3
	1
	2015
	3
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2015
	4
	1
	2015
	4
	30
	30
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$59.797,67

	2015
	5
	1
	2015
	5
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2015
	6
	1
	2015
	6
	30
	30
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$59.797,67

	2015
	7
	1
	2015
	7
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2015
	8
	1
	2015
	8
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2015
	9
	1
	2015
	9
	30
	30
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$59.797,67

	2015
	10
	1
	2015
	10
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2015
	11
	1
	2015
	11
	30
	30
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$59.797,67

	2015
	12
	1
	2015
	12
	31
	31
	$6.444.000,00
	93,11
	82,47
	$ 7.275.383,05
	$61.790,92

	2016
	1
	1
	2016
	1
	31
	31
	$6.407.000,00
	93,11
	88,05
	$ 6.775.193,30
	$57.542,74

	2016
	2
	1
	2016
	2
	29
	29
	$6.407.000,00
	93,11
	88,05
	$ 6.775.193,30
	$53.830,30

	2016
	3
	1
	2016
	3
	31
	31
	$6.407.000,00
	93,11
	88,05
	$ 6.775.193,30
	$57.542,74

	2016
	4
	1
	2016
	4
	30
	30
	$6.407.000,00
	93,11
	88,05
	$ 6.775.193,30
	$55.686,52

	2016
	5
	1
	2016
	5
	31
	31
	$6.407.000,00
	93,11
	88,05
	$ 6.775.193,30
	$57.542,74

	2016
	6
	1
	2016
	6
	30
	30
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$59.041,44

	2016
	7
	1
	2016
	7
	31
	31
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$61.009,49

	2016
	8
	1
	2016
	8
	31
	31
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$61.009,49

	2016
	9
	1
	2016
	9
	30
	30
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$59.041,44

	2016
	10
	1
	2016
	10
	31
	31
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$61.009,49

	2016
	11
	1
	2016
	11
	30
	30
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$59.041,44

	2016
	12
	1
	2016
	12
	31
	31
	$6.793.000,00
	93,11
	88,05
	$ 7.183.375,70
	$61.009,49

	2017
	1
	1
	2017
	1
	31
	31
	$6.793.000,00
	93,11
	93,11
	$ 6.793.000,00
	$57.693,97

	2017
	2
	1
	2017
	2
	28
	28
	$11.548.000,00
	93,11
	93,11
	$ 11.548.000,00
	$88.587,40

	2017
	3
	1
	2017
	3
	31
	31
	$6.815.000,00
	93,11
	93,11
	$ 6.815.000,00
	$57.880,82

	2017
	4
	1
	2017
	4
	30
	30
	$6.793.000,00
	93,11
	93,11
	$ 6.793.000,00
	$55.832,88

	Total
	 
	 
	 
	 
	 
	3650
	 
	 
	 
	 
	$7.354.820,70


	Año cumplimiento requisitos
	CÁLCULO TASA DE REEMPLAZO Y MESADA PENSIONAL INICIAL 

	
	

	2017
	

	*IBL
	*SMLV
	S * 0,5
	# semanas
	% adic.
	% Tasa Reemp
	 Mesada Pensional Inicial

	$ 7.354.821
	737717
	4,985
	1.877
	16,5
	77,02
	$5.664.326,02


PONENCIA MARGISTRADO DR. GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
De la indemnización de perjuicios
Ahora, se tiene que el daño ocasionado al demandante en virtud del incumplimiento del deber de información, en este caso le genera perjuicios que deben ser indemnizados con una suma única proyectada hasta la expectativa de vida. 
Dicha indemnización la conforma, en primer lugar, el lucro cesante consolidado o pasado que corresponde a los valores que se dejaron de percibir desde que se produjo el daño (fecha de la pensión) y que se liquida hasta el 31 de diciembre de 2024, y se establece, teniendo en cuenta las diferencias generadas en el valor de la mesada pensional reconocida por la AFP y aquélla que dejó de percibir, pues se materializa con el valor superior que hubiera podido obtener en el régimen de prima media con prestación definida. 
En segundo lugar, el lucro cesante futuro (por el valor que dejará de percibir conforme la expectativa de vida), corresponde a la indemnización futura, para lo cual debe tenerse de presente que no se trata de una pensión sino de un lucro cesante que, en los términos del artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y el artículo 1614 del Código Civil en concordancia con la jurisprudencia de la Sala Laboral y Civil de la Corte Suprema de Justicia, es definido como la ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia de no haberse cumplido la obligación, o cumplido imperfectamente, o retardado su cumplimiento.

En sentencias como la del 28 de agosto de 2013, radicado 6630, rememorada en la SC4703 2021 de la Sala de Casación Civil, se explicó que en el caso del lucro cesante futuro es la utilidad o el beneficio que, conforme el desenvolvimiento normal y ordinario de los acontecimientos, fundado en un estado actual de cosas verificable, se habría de producir, pero que, como consecuencia del hecho dañoso, ya no se presentará. 

Así las cosas, la indemnización de perjuicios a reconocer en este caso, a título de lucro cesante consolidado, como se dijo, corresponde a los siguientes:

PONENCIA MARGISTRADA DRA. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Comparada con la pensión de vejez que la demandada le reconoció RAIS en modalidad de retiro programado, deviene el perjuicio de $349.264.858 hasta el 31 de diciembre de 2024
, teniendo en cuenta prueba del pago de la mesada pensional hasta dicha calenda, conforme a la siguiente liquidación:
	CUATIFICACIÓN DE LOS PERJUICIOS 

	AÑO
	IPC
	MESADA RAIS
	MESADA RPM
	DIFERENCIA
	N° MESADAS
	TOTAL

	2017
	4,09
	$ 2.883.811
	$ 5.664.326
	$ 2.780.515
	9
	$ 25.024.635

	2018
	3,18
	$ 2.883.811
	$ 5.895.997
	$ 3.012.186
	13
	$ 39.158.417

	2019
	3,8
	$ 2.929.054
	$ 6.083.490
	$ 3.154.436
	13
	$ 41.007.663

	2020
	1,61
	$ 3.040.358
	$ 6.314.662
	$ 3.274.304
	13
	 $ 42,565,955 

	2021
	5.62
	$ 3,113,631 
	$ 6,416,328
	$ 3,302,697
	13
	 $ 42,935,065 

	2022
	13.12
	$ 3,288,617 
	$ 6,776,926
	$ 3,488,309
	13
	 $ 45,348,016 

	2023
	9.28
	$ 3,504,350 
	$ 7,666,059
	$ 4,161,709
	13
	 $ 54,102,212 

	2024
	5.20
	$ 3,829,554 
	$ 8,377,469
	$ 4,547,915
	13
	 $ 59,122,893 

	
	$349.264.858


Cabe agregar que el cálculo de la mesada pensional en el RPM, a efectos de establecer el monto de la condena por perjuicios, no requiere del conocimiento especializado de un perito, que exige para proceda este tipo de prueba, conforme a lo señalado en el artículo 226 del Código General del Proceso, pues las fórmulas empleadas para obtener el resultado se encuentran claramente enunciadas en la ley, puntualmente en los ya citados artículos 21, 33 y 34 de la Ley 100 de 1993, y las operaciones aritméticas a las que se acude en estos casos son rutinarias para los juzgados laborales, de ahí que se tengan en cuenta para el cómputo de los perjuicios irrogados el cálculo oficioso y no la pericia aportada.
PONENCIA MARGISTRADO DR. GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Ahora, corresponde calcular el lucro cesante futuro desde el 31 de diciembre de 2024 hasta la vida probable o expectativa de vida del pensionado, pues este deber de liquidar el lucro cesante futuro encuentra sustento en que el daño que se ocasiona es de carácter continuado o de tracto sucesivo, pues se extiende en el tiempo después de su consolidación, bien sea hasta que se extinga la condición de pensionado o hasta que el perjuicio económico deje de existir.

De manera que, una vez realizados los cálculos desde la fecha de liquidación del lucro cesante consolidado (31 de diciembre de 2020) que, en este caso, corresponde a la fecha final que hizo referencia la liquidación que antecede y durante todo el tiempo de vida probable – 15.30 años - según las tablas de mortalidad contenidas en la Resolución 1555 de 2010 de la Superintendencia Financiera, lo cual arroja un total de 183.60 meses y, con todo ello, se aplica la siguiente fórmula:

VA= LCM x An

VA es el valor actual del lucro cesante futuro.

LCM es el lucro cesante mensual, tomando como salario la diferencia entre la mesada recibida en el RAIS y la que hubiera recibido en el RPM en el año 2024 -$4.547.915 -.

An es el descuento por pago anticipado y la fórmula matemática para su liquidación es:
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(1+i)n
Siendo:

i = tasa de interés por período que corresponde al 0.005 mensual (6% anual).

n = número de meses futuros a liquidar.
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6.00         3,829,554 
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Masculino

                                                   4,547,915 

                                                             70 

                                                         15.30 

                                                        183.60 

Edad a la fecha del cálculo

Expectativa de vida

Expectativa de vida en meses (n)

An (valor descuento por pago anticipado)



01-may.-17

                     119.95 

TOTAL LIQUIDACIÓN LUCRO CESANTE FUTURO (VA = (LCM * An)) 545,539,389

CUANTIFICACIÓN DEL PERJUICIO FUTURO

Fecha cálculo lucro cesante futuro

Tasa de Interés anual (i a) Mesada RAIS a la fecha de cálculo

Tasa de Interés mensual legal  (im) Mesada RPM a la fecha de cálculo

Lucro Cesante Mensual (LCM)


Con lo anterior, la suma correspondiente al lucro cesante futuro corresponderá a un valor de $545.539.389.
PONENCIA MARGISTRADA DRA. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Por último, en lo atinente a la resolución de la excepción de prescripción, debe marcarse que el derecho a los perjuicios en estos casos, como se indicó líneas atrás, tiene carácter de obligación periódica o tracto sucesivo, como quiera que sus efectos se proyectan en el tiempo, de modo que no prescribe el derecho al reclamo de la indemnización de perjuicios, pero sí las diferencias sobre las mesadas que no se hayan reclamado dentro de los tres años siguientes a su exigibilidad. 
Ello así, teniendo en cuenta que la primera diferencia pensional (a título de perjuicio), se causó el 1 de mayo de 2017 y la demanda se presentó el 24 de enero de 2020, y se notificó dentro del año siguiente (25 de agosto de 2020)
, la totalidad de los reclamados se encuentran a salvo de ser cobijados por el fenómeno extintivo, razón por la cual se declarará no probada la excepción de prescripción. 
Corolario de lo expuesto, se revocará parcialmente la sentencia de primera instancia, y en su lugar, se declarará que la AFP Porvenir S.A incumplió el deber de información en el traslado de régimen pensional del actor. 
Así, al haberse demostrado en el proceso que el acto de traslado del demandante estuvo desprovisto de información, y que con ello se le causó un perjuicio al pensionado, conforme se explicó en el acápite considerativo al ser “[…] un principio general del derecho aquel según el cual quien comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC)”, se condenará a la misma AFP a pagar la indemnización de perjuicios, por ser la AFP que propició el traslado.
PONENCIA MARGISTRADO DR. GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Por lo expuesto, se condenará a Porvenir S.A. a reconocer y pagar al demandante, una suma única de $894.804.247 a título de lucro cesante consolidado y futuro.
PONENCIA MARGISTRADA DRA. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Dadas las resultas del proceso, se modificarán los numerales segundo y tercero de la sentencia consultada, para absolver de las pretensiones incoadas en la demanda a Colpensiones, Protección S.A. y la vinculada, ya que, como se indicó en precedencia, la pretensión principal por la condición de pensionada que ostenta el demandante no estaba llamada prosperar, y no fueron las responsables del perjuicio causado en cuanto a los pedidos subsidiarios, por lo que a su vez se modificará el numeral primero, para declarar probada la excepción denominada “Inexistencia de la obligación” propuesta por la administradora del RPM y Protección S.A.
Ante ese panorama, el demandante solo deberá pagar las costas procesales que le fueron impuestas en primera instancia en favor de Colpensiones y Protección S.A. 

Asimismo, al revocarse la sentencia en lo que atañe a Porvenir S.A., al resultar vencida en juicio, se le impondrán las costas en ambas instancias en favor del demandante, como dispone el numeral 4 del artículo 365 del Código General del Proceso.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 23 de abril de 2024 dentro del proceso ordinario laboral promovido por Jorge González Gutiérrez en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, y las Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. y Protección S.A., trámite al que se vinculó en calidad de litisconsorte necesario a la Nación- Ministerio de Hacienda y Crédito Público y, en su lugar, DECLARAR que la AFP Porvenir S.A incumplió el deber de información en el traslado de régimen pensional del actor.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías – PORVENIR S.A. a reconocer y pagar la suma de $349.264.858 a título de lucro cesante consolidado o pasado, representativo de la diferencia de la mesada pensional que percibe el señor Jorge González Gutiérrez desde el 1 de mayo de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2024 y, la suma de $545.539.389 a título de lucro cesante futuro.
 
TERCERO: MODIFICAR los numerales primero, segundo y tercero de la sentencia de primera instancia, así: 
“PRIMERO: DECLARAR PROBADA la excepción de “Inexistencia de la obligación” propuesta por Colpensiones y PROTECCIÓN S.A. y DESESTIMAR las propuestas por PORVENIR S.A.
SEGUNDO: ABSOLVER a las entidades demandadas COLPENSIONES, PROTECCIÓN S.A. y a la demandada MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO de las pretensiones formuladas en su contra por el señor JORGE GONZALEZ GUTIERREZ. 
TERCERO: CONDENAR en costas procesales al demandante en favor de COLPENSIONES y PROTECCIÓN S.A. Sin costas respecto del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, dado que su vinculación se realizó de manera oficiosa por parte del Despacho.”
CUARTO: CONDENAR en costas de ambas instancias a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías– Porvenir S.A. en favor del demandante. Liquídense por la secretaría del juzgado de origen. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

 
La Magistrada ponente, 

 Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Salva voto parcial
La Magistrada y el Magistrado, 
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Aclara voto
Con firma electrónica al final del documento
GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
SALVAMENTO PACIAL DE VOTO

Con el acostumbrado respeto por mis colegas y por las decisiones mayoritarias de la Sala, manifiesto mi inconformidad con el fallo de segunda instancia dictado dentro del proceso de la referencia, únicamente en lo que atañe a la forma en la que se liquidó el perjuicio. 
Considero que debía condenarse a Porvenir S.A. a pagar la diferencia de la mesada pensional reconocida por el RAIS y la que le hubiere correspondido en el RPM, debidamente indexada a la fecha del pago, sin perjuicio de las demás diferencias pensionales que se siguieren causando hasta el fallecimiento del afiliado, y de existir beneficiarios hasta la muerte del último de ellos o la desaparición de las causas que le dieron origen a la prestación por muerte del pensionado, pues solo de esta manera se garantizaría la trasmisión de los derechos de este a sus beneficiarios en igualdad de condiciones a la prestación económica que les hubiere reconocido el RPM. 
Lo anterior con sustento en la sentencia SL 3535 de 2021, donde se dispuso que, en tratándose de la reparación derivada de los perjuicios causados por el incumplimiento del deber de información, se ordenará a título de indemnización de perjuicios, “el pago a cargo de la AFP de la diferencia entre la prestación reconocida en el RAIS y aquella que hubiese tenido en el RPMPD. Esto es, imponer el pago de una renta periódica en los mismos términos en que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida, tanto para el pensionado como para sus potenciales beneficiarios, ordenando compensar o restituir todo aquello a lo que haya lugar” (subrayado fuera de texto). 
Ello por cuanto, en este tipo de casos, la reparación integral del daño, expresada como un principio procesal en el último inciso del artículo 283 del C.G.P., solo puede ser satisfecha sufragando la diferencia pensional de manera periódica y sucesiva. Dicho en otras palabras, con la misma frecuencia y por el mismo tiempo que se debe pagar la pensión de vejez al afiliado y la de sobrevivientes, si hubiere lugar a esta última en favor de los beneficiarios que sobrevivan tras la muerte de aquel, puesto que estamos ante un perjuicio que transciende en el tiempo, es decir, que no se produce de un solo momento, ni que se genera todo el mismo día, sino que se repite, mes tras mes, dado que en cada mensualidad el pensionado recibirá una mesada pensional inferior a la que le hubiere correspondido si no hubiese tenido lugar la conducta dañosa que se le reprocha al fondo que obtuvo su traslado sin ofrecerle la información que demanda un consentimiento informado para el caso. 
Esta tesis es la que mejor responde a la premisa expresada en el fallo al que atrás se hizo referencia, donde de manera clara y precisa la Corte Suprema dejó dicho que la indemnización que cabe en este tipo de asuntos se circunscribe a una “renta periódica” en los mismos términos que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida, y ello cobra sentido si se toma en cuenta que de esta manera se garantiza el resarcimiento no solo al pensionado afectado por la falta de información sino también a sus beneficiarios, quienes, en caso contrario, es decir, con el pago de una suma única, perderían el derecho a que se les transmita la prestación en las mismas condiciones que la recibía el causante. 
Ahora, es imposible calcular el perjuicio para los beneficiarios si el pensionado no ha fallecido, pues en ese caso no es posible predicar la calidad de beneficiario; sin embargo, se itera, eso no significa que estos no tengan derecho a que una vez se acredite la condición de la muerte, y las demás condiciones propias para gozar de la sustitución pensional, tengan derecho a que se les trasmita el derecho, pues en estos casos no se genera un nuevo derecho (derecho originario), sino que acontece la trasmisión del derecho (derecho derivado). 
Al respecto, recuérdese que la Corte Suprema de Justicia, como se señaló en la sentencia CSJ SL 4974 de 2018, “ha considerado que la sustitución pensional no constituye un derecho originario, sino derivado, como de ello da cuenta la sentencia CSJ SL, 30 nov. 2010, rad. 41137, reiterada en CSJ SL, 19 jul. 2011, rad. 47928, CSJ SL870-2013 y CSJ SL13267-2016, en la que indicó:
(…) Respecto del tema de la transmisibilidad de las pensiones, tanto convencionales como voluntarias, manifestó la Sala en sentencia 22699 de 14 de febrero de 2005”. De otro lado, como también lo ha determinado la Corte, en el caso de los pensionados, la pensión de sobrevivientes susceptible de transmisión no configura un derecho nuevo a favor de los beneficiarios, sino un derecho derivado, valga decir, una verdadera “sustitución pensional” del mismo derecho adquirido, que conduce a que no sea de recibo la argumentación de la censura en el sentido de haber nacido, con la muerte del señor..., un derecho diferente sujeto a nuevos condicionamientos” (negrillas fuera del texto). 

En realidad, lo que le da el carácter de transmisible a este tipo de prestaciones, sin perjuicio de que su reconocimiento provenga de la ley, de una convención colectiva, de un acto de liberalidad del empleador o de una colectiva, o de una sanción que le fue impuesta, es precisamente el hecho de que la sustitución pensional no constituye un derecho originario sino derivado, cuyas condiciones de consolidación, eventual compatibilidad o compartibilidad e inclusive vocación de transmisibilidad, constituyen elementos arraigados del derecho principal.

Cabe agregar que en la mencionada sentencia la Corte permite entrever que el perjuicio que genera la inobservancia al deber de información en la antesala del traslado de régimen pensional, no afecta solo al pensionado, sino también a sus beneficiarios, últimos que, por imperio de la ley, y en virtud del fenómeno de la transmisión, son receptores del derecho prestacional del causante y, por tanto, deben gozar de las mismas condiciones pensionales, hecho que no se respeta si solo se contempla el resarcimiento de perjuicios para el pensionado hasta la fecha de expectativa probable de este, aunado a que, si la muerte del pensionado se produce en una fecha anterior a la expectativa probable, esto conduciría a un doble pago por el mismo daño, pues a partir de este momento tendría que cubrir el perjuicio en cabeza de los beneficiarios. 
En estos términos sustento mi salvamento parcial de voto. 
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
ACLARACIÓN DE VOTO
  

Con todo respeto a pesar de compartir la decisión de la sentencia referida en cuanto a que dentro del presente asunto hay lugar a declarar no probada la excepción de prescripción, es menester aclarar mi voto respecto a los argumentos para llegar a tal conclusión que difieren de los dados por la sala mayoritaria, principalmente porque considero que la acción de perjuicios cuando se trata de omisión la deber de información en los traslados de regímenes pensionales esta sujeta a los términos de prescripción de los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, como pasa a explicarse.

La sala Mayoritaria indicó que la acción para reclamar la indemnización de perjuicios es imprescriptible y que lo que prescriben son las diferencias sobre las mesadas que no se hayan reclamado dentro de los tres años siguientes a su exigibilidad. 

 

Postura que esta suscrita no comparte y para el efecto se apoya en lo expuesto en la sentencia SL373-2021 de la sala permanente de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, donde no se casó la sentencia del tribunal que negó la ineficacia de un pensionado en el RAIS y se dijo que lo que cabía era la acción indemnizatoria total de perjuicios a cargo de la administradora por falta de información, con apego en las reglas generales de reparación de perjuicios contenidas en los artículos 2341 del C.C. y 16 de la Ley 446 de 1998, donde en lo atinente con la prescripción de la acción expresó: 

 

"En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse desde este momento". 

 

Criterio que se ha mantenido en otras sentencias, entre ellas la SL 283-2024 de la Sala de descongestión en la que, siguiendo la anterior línea de la Sala Permanente, apuntó: 

 

“Por consiguiente, a pesar de que la pensión es un derecho imprescriptible, y las prestaciones autónomas que emanan de él, como lo son las mesadas pensionales, son prescriptibles, la indemnización de perjuicios derivada de la improcedencia de la ineficacia del traslado de régimen pensional porque el actor ostenta la calidad de pensionado del RAIS, es ajena a esas particularidades, pues se trata de una manifestación patrimonial no involucrada dentro del derecho pensional propiamente dicho.” 

 

Por su parte en la SL1246-2024 la Sala de Descongestión dijo: 

 

“De ahí que, como lo refiere la primera acusación, el Tribunal haya incurrido en interpretación errónea de la normativa de la proposición jurídica referente a ese término extintivo, toda vez que asimiló, sin ser posible, el derecho a la seguridad social en su categoría pensional (que es imprescriptible por su carácter de humano e irrenunciable), con el de reparación integral del daño, que tiene origen en el «principio general del derecho aquel según el cual quien comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC)» que , según se explicó en la decisión CSJ SL1577-2022, corresponde «al terreno de la responsabilidad y […] [la] indemnización de perjuicios»”. 

 

 También en la SL1179-2024 se expuso: 

 

 “sin embargo, esa imprescriptibilidad no se aplica a la indemnización de perjuicios por el daño causado con ocasión del traslado de régimen, en tanto es una consecuencia resarcitoria única que se paga por una sola vez, generada por el incumplimiento del deber de asesoría e información a cargo de la AFP, respecto 

de quien luego del traslado obtuvo la pensión en el RAIS. 

 

De allí que, como lo ha enseñado esta Corte, sea a partir del momento en que se conoce ese daño que debe reclamarse su compensación so pena de que se extinga la acción para demandarla judicialmente”. 

 

Por ello, aparece desacertado considerar como un elemento de la institución de la pensión la indemnización de perjuicios por el incumplimiento en el deber de información al momento de traslado de régimen. 

 

Téngase en cuenta que la acción de perjuicios, sin importar la especialidad en que se incoe o jurisdicción, es prescriptible, pues no depende del hecho que la origine en que sea o no prescriptible como en este asunto lo consideró la sala mayoritaria. 

 

Todo ello porque lo reclamado es precisamente la indemnización; condena que equivale al pago de una suma única de dinero, más no a una mesada pensional, pese a que se acuda a esta con la finalidad de tasar el daño; de ahí que es desatinado decir que lo que prescribe es el pago de la diferencia mes a mes, pues se itera no se trata del derecho a la pensión de vejez y su consecuente mesada, sino una indemnización debido a una mala práctica de la AFP al obtener la afiliación del demandante. 

 

 

Ahora, con base en esta premisa de prescriptibilidad de la acción de perjuicios, el término es el establecido para la especialidad laboral, esto es, 3 años, que se cuenta desde el momento en que se reconoce la pensión. 

 

En confirmación de la postura está la decisión SL053-2022, de la sala de descongestión, cuya controversia radicó en la indemnización plena de perjuicios ante la imposibilidad de declarar la ineficacia de un pensionado en el RAIS, que siguió la regla inserta en la SL373-2021, que al resolver el caso concreto concluyó que la prescripción acaeció al cabo de los 3 años contados desde el estatus de pensionado.  

 

Así, en la sentencia SL053-2022 se indicó: 

 

"No obstante, «En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse desde este momento» (CSJ SL373-2021), lo que lleva a colegir que en el presente asunto aquel se superó con creces como lo sostuvieron las demandadas al proponer el correspondiente medio exceptivo, pues la pensión anticipada de vejez que se le reconoció a Roberto Cesáreo José Francisco Ceballos Restrepo lo fue a partir del 5 de abril de 2002 (f.° 31-32) y la presente acción judicial tan solo se ejerció el 24 de enero de 2018 como da cuenta el acta de reparto visible al anverso de la carátula final del expediente, esto es, superado ampliamente el término trienal contemplado en los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, razón por la cual no resulta procedente su imposición". 

 

Puestas de ese modo las cosas y ante la evidencia jurisprudencial para contabilizar el término de prescripción en los eventos de reclamación de perjuicios por la indebida información otorgada al momento de realizar la afiliación al RAIS, esto es, a partir del momento en que se adquiere la calidad de pensionado, y que para el evento de ahora la acción no prescribió.

 

En efecto, en el evento de ahora Jorge González Gutiérrez alcanzó la gracia pensional de vejez en el RAIS desde el 15/05/2017 y, entre esta última data y la fecha de presentación de la demanda -24/01/2020 no transcurrió el término trienal, deviene entonces en que la acción para obtener la indemnización de perjuicios impetrada no prescribió.  

En estos términos aclaro mi voto,  

      

  

 OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  

Magistrada   
� Dentro del proceso adelantado por Martha Lucía Meriño de Madiedo en contra de Porvenir S.A. y Colpensiones. 


� Archivo 16, página 60 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 16, página 60 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 17, página 52 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 17, página 68 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 04, página 41 cuaderno de primera instancia. 


�Archivo 16, página 51 cuaderno de primera instancia.  


� Archivo 17, páginas 68 y 69 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 04, página 41 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 17, página 53 a 55 cuaderno de primera instancia y Archivo 15 Cuaderno de segunda instancia


� Archivos 11, 12 y 13 cuaderno de primera instancia. 





